
PROYECTO DE LEY 115 DE 2014 SENADO. 

por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 906 de 2004 en relación 

con las medidas de aseguramiento privativas de la libertad. 

El Congreso de la República de C olombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. Adiciónanse dos parágrafos al artículo 307 de la Ley 906 de 2004,del 

siguiente tenor: 

¿Parágrafo 1º. Salvo lo previsto en los parágrafos 2° y 3° del artículo 317 de la presente 

ley, el término de las medidas de aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder de 

un (1) 

año. Cuando el proceso se surta ante la justicia penalespecializada, o sean tres (3) o más los a

cusados contra quienes estuviere vigentela detención preventiva, o se trate de investigación o 

juicio de actos de corrupciónde los que 

trata la Ley 1474 de 2011, dicho término podrá prorrogarse, a solicituddel fiscal o del apoder

ado de la víctima, hasta por el mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de 

Control de Garantías, a petición de la Fiscalía odel apoderado de la 

víctima podrá sustituir la medida de aseguramiento privativade la libertad de que 

se trate, por otra u otras medidas de aseguramiento de quetrata el presente artículo¿. 

¿Parágrafo 2º. Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad 

solopodrán imponerse cuando quien las solicita pruebe ante el Juez de Control de 

Garantías que las no privativas de la libertad resultan insuficientes para garantizarel 

cumplimiento de los fines de la medida de aseguramiento. 

Artículo 2°. Adiciónase un parágrafo al artículo 308 de la Ley 906 de 2004, del 

siguiente tenor: 

¿Parágrafo. La calificación jurídica provisional contra el procesado no será,en sí misma, d

eterminante para inferir el riesgo de obstrucción de la justicia, elpeligro para la seguridad de 

la sociedad o de la 

víctima y la probabilidad de queel imputado no comparezca al proceso o de que no cumplirá l

a sentencia. El Juezde Control de Garantías deberá valorar de manera suficiente si en 

el futuro se configurarán los requisitos para decretar la medida de aseguramiento, sin tener en 

consideración exclusivamente la conducta punible que se investiga¿. 

Artículo 3°. Modifícase el artículo 310 de la Ley 906 de 2004, el cual quedaráasí: 

¿Artículo 310. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del 

imputado representa un peligro futuro para la seguridad de la 

comunidad, ademásde la gravedad y modalidad de la conducta punible y la pena imponible, el 

juezdeberá valorar las siguientes circunstancias: 

1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación conorganizaciones 

criminales. 

2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 

3. El hecho de estar disfrutando un mecanismo sustitutivo de la pena privativade la 

libertad, por delito doloso o preterintencional. 

4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso opreterintencional. 



5. Cuando se utilicen armas de fuego o armas blancas. 

6. Cuando el punible sea por abuso sexual con menor de 14 años. 

7. Cuando hagan parte o pertenezcan a un grupo de delincuencia organizada¿. 

Artículo 4°. Modifícase el artículo 317 de la Ley 906 de 2004, el cual quedaráasí: 

¿Artículo 317. Causales de libertad. Las medidas de aseguramiento 

indicadas en los anteriores artículos tendrán vigencia durante toda laactuación, sin perjuic

io de lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 307del presente código sobre las me

didas de aseguramiento privativas de lalibertad. La libertad del imputado o acusado se cum

plirá de inmediato y soloprocederá en los siguientes eventos: 

1. Cuando se haya cumplido la pena según 

la determinación anticipada quepara este efecto se haga, o se haya decretado 

la preclusión, o se haya absuelto alacusado. 

2. Como consecuencia de la aplicación del Principio de Oportunidad. 

3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptadopor el 

Juez de Conocimiento. 

4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha deimputación no se

 hubiere presentado el escrito de acusación 

o solicitado lapreclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. 

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fechade presenta

ción del escrito de acusación, no se haya dado inicio a la audiencia dejuicio¿. 

6. Cuando transcurridos ciento cincuenta (150) días contados a partir de lafecha de inici

o de la audiencia de juicio, no se haya celebrado la audienc< span style='letter-spacing:-

.15pt'>ia de lectura de fallo o su equivalente. 

Parágrafo 1º. Los términos dispuestos en los numerales 4, 5 y 6 del presenteartículo se 

incrementarán por el mismo término inicial cuando el proceso se surtaante la justicia penal es

pecializada, o sean tres (3) o más los imputados 

oacusados, o se trate de investigación o juicio de actos de corrupción de que tratala Ley 147

4 de 2011. 

Parágrafo. 2º. En los numerales 4 y 5 se restablecerán los términos cuando 

hubiere improbación de la aceptación de cargos, de los p reacuerdos o de laaplicación 

del principio de oportunidad. 

Parágrafo. 3º. Cuando la audiencia de juicio oral no se haya podido iniciar o 

terminar por maniobras dilatorias del acusado o su defensor, no se contabilizarándentro de los t

érminos contenidos en los numerales 5 y 6 de este artículo, los díasempleados en ellas. 

Cuando la audiencia no se hubiere podido iniciar o terminar por causa razonable 

fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez 

o a laadministración de justicia, la audiencia se iniciará o reanudará 

cuando hayadesaparecido dicha causa y a más tardar en un plazo no superior a la mitad del 

término establecido por el legislador en los numerales 5 y 6 del artículo 317. 

Artículo 5°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación, salvo elartículo 1° 

y el numeral 6 del artículo 4º, los cuales entrarán a regir en un (1) añocontado a partir de 

la fecha de su promulgación, y deroga todas las disposicionesque le sean contrarias. 
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La Ciudad 

Señor Secretario: 

El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Justicia y del Derecho,conforme al artícu

lo 200, numeral 1, de la Constitución Política de Colombia, en 

concordancia con los artículos 140 y siguientes de la Ley 5ª de 1992, por su digno 

conducto se permite poner a consideración del Honorable Congreso de la Repúblicael 

siguiente proyecto de ley, por medio de la cual se modifica 

parcialmente la Ley906 de 2004 en relación con las medidas de aseguramiento 

privativas de lalibertad, para lo cual se presenta la siguiente 

  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. El estado de cosas de la política criminal 

El concepto de política criminal ha sido planteado por la CorteConstitucional desde u

na visión amplia como el conjunto de las respuestas que unEstado estima necesario adoptar par

a hacerles frente a conductas lesivas de losderechos de las personas y de las condiciones básica

s de convivencia social[1][1].La Corte, además, da cuenta de que la política criminal no se r

educe a larespuesta penal a tales 

conductas, sino que en su diseño intervienen tambiénotras políticas públicas, 

como las dirigidas a la convivencia y a la seguridad. 

Un reciente estudio de la Comisión Asesora de Política Criminal 

informa sobrela accidentada construcción de la política pública en materia criminal enColom

bia, orientada permanentemente por situaciones 

coyunturales y no comoproducto de una seria planeación de los efectos 

críticos de la criminalidad y de lamanera como 

la enfrenta el Estado[2][2]. La consecuencia de esto es lapresencia desarticulada y fragment

ada de políticas públicas que, con objetivosdiversos, pretenden hacer frente al asunto crimi

nal. En efecto, los instrumentoslegales y políticos del Estado 

colombiano se han caracterizado por carecer de unaestrategia sólida para reducir 

la conflictividad social y para buscar mayores nivelesde convivencia. 

Muestra de lo anterior son las disposiciones sobre la procedencia de medidas deaseguramie

nto y, en particular, sobre la detención preventiva, en el Código de 

Procedimiento Penal. Para citar solo un par d e casos, se expone a continuación elestado de co

sas en los últimos años relacionado con los artículos 310 (peligropara la 

comunidad) y 313 (procedencia de la detención preventiva) de dicho cuerpo normativo. 
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En primer lugar, el artículo 313 del Código de Procedimiento Penal establecíaoriginalmente 

lo siguiente: 

¿Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá la detenciónpreventiva e

n establecimiento carcelario, en los siguientes 

casos: ¿1. En los delitosde competencia de los jueces penales de circuito especializados. 

¿2. En los delitos investig ables de oficio, cuando el mínimo de la pena previstapor la 

ley sea o exceda de cuatro (4) años. 

¿3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II d el Código Penal 

cuando la defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) salariosmínimos 

legales mensuales vigentes¿. 

Posteriormente, la Ley 1142 de 2007 incluyó una circunstancia adicional por 

laque procede la detención preventiva en establecimiento carcelario según la 

cual sila persona ha sido capturada por delito o contravención dentro del año 

inmediatamente anterior a la nueva imputación, también procede dicha medida: 

¿4. Cuando la persona haya sido capturada por 

conducta constitutiva de delitoo contravención, dentro del lapso del año anterior, contado a p

artir de la nuevacaptura 

o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión oabsolución en el 

caso precedente¿. 

Luego, la Ley 1453 de 2011 introdujo una nueva modificación, ampliando la 

circunstancia descrita en el numeral 

4 que había incorporado la Ley 1142 de 2007,de m anera que ahora procede 

la detención preventiva en establecimiento 

carcelariosi, satisfechos los requisitos del artículo 308, se da la circunstancia de que 

lapersona haya sido capturada por delito 

o contravención dentro de los tres añosanteriores a la nueva imputación: 

¿4. Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o 

contravención, dentro del lapso de los tres años anteriores, 

contados a partir dela nueva captura 

o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión oabsolución en el 

caso precedente¿. 

Basta lo anterior para dar cuenta de la creciente tendencia a modificar el sistemapenal en ara

s de aumentar las circunstancias por las que las autoridades 

judicialespueden determinar la privación de la libertad de un imputado, muchas veces sin 

tener en cuenta todos los aspectos que configuran la política criminal, que, como 

se dijo, no está limitada a la respuesta jurídico-penal contra el delito, sino que 

también incluye gran cantidad de aspectos de orden institucional y social. En este 

caso en particular, las modificaciones de los últimos años tienden a aumentar las 

circunstancias que 

favorecen la privación de la libertad, ca usando no solo unaexcesiva afectación al derecho fund

amental a la libertad, sino también una presióndesmesurada en el sistema carcelario, sin un ade

cuado análisis sistemático de lapolítica criminal. 

En segundo lugar, el artículo 310 de la Ley 906 de 2004 desarrolla el 

contenidodel numeral 2 del artículo 308 ejusdem, estableciendo como requisito para eldecreto d



e la medida de aseguramiento que el imputado constituya un peligro parala 

comunidad. Originalmente, la citada disposición establecía lo siguiente: 

¿Para estimar si la libertad del imputado resulta peligrosa para 

la seguridad dela comunidad, además de la gravedad del hecho y 

la pena imponible, deberántenerse en cuenta las siguientes circunstancias: 

¿1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculacióncon organizac
iones criminales. 

¿2. El número de delitos que se le imputan y la nat uraleza de losmismos. 

¿3. El hecho de estar acusado, o de encontrarse sujeto a algunamedida de aseg
uramiento, o de estar disfrutando un mecanismosustitutivo de 
la pena priv ativa de la libertad, por delito doloso opreterintencional. 

¿4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delitodoloso 
o preterintencional¿. 

Con posterioridad, el legislador 

introdujo una modificación al texto,mediante la Ley 1142 de 2007, según la cual ¿s

erá suficiente lagravedad y modalidad de la 

conducta punible¿ para estimar si la libertadresulta peligrosa para 

la comunidad, además de la valoración de lascircunstancias que ya establecía origin

almente la Ley 906: 

¿Para estimar si la libertad del imputado resulta peligrosa para 
laseguridad de la comunidad, será suficiente la gravedad y modalidad dela conduct
a punible. Sin embargo, de acuerdo con el caso, el juez podrávalorar adicionalment
e alguna de las siguientes circunstancias: 

¿(¿). (Se subraya para resaltar)¿. 

Ante el evidente riesgo de inconstitucionalidad de tal modificación,toda vez que

 se hacían nugatorios los requisitos constitucionales que 

justifican la privación preventiva de la libertad (dispuestos, además, enel artículo 

308 del Código Procedimental), la 

Corte Constitucionaladvirtió que tal disposición resulta peligrosista, pues ¿no atien
de los 
criterios de necesidad y proporcionalidad de la medida deaseguramiento y al estab
lecer como suficientes la gravedad y lamodalidad de 
la conducta se desconocen esos criterios y con ello elprincipio de 
libertad que cobija el proceso penal y el de legalidad de lamedida preventiva para 
su privación, pues se olvida que no essuficiente ese criterio para determinar la 
procedencia o no deldecreto de la misma, es imperativo que se consulte su necesid
ad¿[3][3]. 

La advertencia de la 

Corte dio lugar a la exequibilidad condicionadade la disposición en 

comento, en el entendido de que ¿para el funcionariojudicial, al momento de deter
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minar el peligro que el imputadorepresenta para la comunidad, no es suficiente la g
ravedad y lamodalidad de la conducta punible, sino que 
siempre deberá valorar, bajolas finalidades que la Constitución le ha otorgado a es
a clase de medidaspreventivas, además de los 
requisitos contenidos en el artículo 308 dela Ley 906 de 2004, las demás circun
stancias contenidas en losnumerales 1 a 4 del artículo 310 ibídem¿[4][4]. 

Ante la interpretación normativa que hiciera la CorteConstitucional, el legisla

dor 

reaccionó. Mediante la Ley 1453 de 2011 seincluyó en el encabezado del artículo 3

10 en comento una modificaciónen el siguiente sentido: 

¿Para estimar si la libertad del imputado resulta peligrosa para 
laseguridad de la comunidad será suficiente la gravedad y modalidad de la 
conducta punible, además de los fines constitucionales de ladetención preventiv
a. 
Sin embargo, de acuerdo con el caso, el juezpodrá valorar adicionalmente alguna d
e las siguientes circunstancias¿(se 

subraya el texto incluido por la Ley 1453 de 2011). 

La Corte Constitucional analizó también otro aparte de la norma encomento, enc

ontrándolo atentatorio contra el principio de presunción de 

inocencia. El numeral 3 del artículo 310 establecía como circunstancia 

favorable a la privación preventiva de la libertad el hecho de ¿estar [el 

imputado] acusado, o de encontrarse sujeto a alguna medida deaseguramiento, 

o de estar disfrutando un mecanismo 

sustitutivo de lapena privativa de la libertad, por 

delito doloso o preterintencional¿. 

Al respect< span style='letter-spacing:.05pt'>o, la 

Corte advirtió que elpropósito que orienta la adopción de las medidas de aseguramiento esp

reventivo y no sancionatorio. Consideró que el hecho de hacer producirefectos negativos 

a una medida de aseguramiento en otro proceso penal,diferente de aquel en el que fue pro

ferida, desvirtúa su naturaleza preventiva ysu propósito de salvaguardar los fines del proces

o que le dio origen,adquiriendo de manera indebida connotaciones de sanción. Advierte la 

Corte ladesproporción en la que incurre el legislador, pues sin justificación alguna 

sitúaen una misma situación a quien soporta una medida de aseguramiento o esacusado por 

cualquier delito, incluso culposo, y a aquel que ya fue 

condenadopor un delito doloso o preterintencional, lo cual resulta en efectodesproporciona

do: 

¿La acusación es un acto del proceso que se fundamenta en laexistencia de el
ementos materiales probatorios, evidencia física o información 

legalmente obtenida, de la cual se pueda inferir, con probabilidadde 

verdad, que la conducta delictiva existió y que el imputado es su autor opartícipe (artí

culo 336 C. P. P.). Constituye el marco para el debatepúblico que 
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se llevará a cabo en el juicio. La medida de aseguramiento,por su parte, 
tiene carácter preventivo, y no siempre comporta laprivación efectiva de la 
libertad (artículo 307 C. P. P.). Su propósito esgarantizar el cumplimiento de los 
fines de la investigación. Desde elpunto de vista del grado de certeza 
requerido para esta decisión, sudecreto requiere que de los elementos materiales 
probatorios yevidencia física recogidos y asegurados o de la 
información obtenidalegalmente se pueda inferir 
razonablemente que el imputado puede serautor o partícipe de la conducta que se
 investiga (artículo 306 C. P. P.).Es evidente que el 
imputado o acusado que se encuentre 
cobijado poruna medida de aseguramiento o por una formulación de acusación, est
áamparado por el principio de presunción de inocencia, por 
lo queresulta contrario al artículo 29 superior equiparar, como lo hace el 
inciso 3º del artículo 310 del C. 
P. P., estas situaciones procesales enlas que aún no se ha desvirtuado 
la presunción de inocencia, con otros 
institutos como los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la 
libertad, que presuponen la existencia de una condena. De forma consistente, y 
como una afirmación de la libertad y de la presunción de 
inocencia que ampara a la persona sometida a proceso penal, la 
jurisprudencia de esta Corte ha destacado la importancia de que ladecisión acerca
 de la imposición de una medida de aseguramiento dedetención preventiva tome en 
cuenta la necesidad e idoneidad que estaofrezca para asegurar los fines constituci
onales del proceso, y que estémediada por criterios de razonabilidad. 
Esta valoración debe efectuarseen concreto, en 
relación con las características específicas del procesoen el 
cual se examina la posibilidad de adoptar una medida deaseguramiento, y no 
tomando en cuenta circunstancias que ya fueronobjeto de valoración a la 
luz de los fines específicos de otroproceso¿[5][5]. 

Ante tales argumentos, la Corte decretó la inexequibilidad de 

ladisposición, según la cual 

se justificaba la medida de aseguramientoprivativa de la libertad cua ndo el 

imputado estuviera acusado o seencontrara sujeto 

a alguna medida de aseguramiento por cualquier delitoen otro proceso penal. 

Lo anteriormente expuesto es tan solo una muestra representativade la acciden

tada política criminal, fragmentada y coyuntural, que en losúltimos años se ha conc

retado en medidas que suelen atentar contra elderecho a la  l ibertad.  El  

Estado Socia l  de  Derecho debeer igirse  sobre  los  valores  tradic ionales  d

e  la  l ibertad,  la igualdad y  

la  segur idad,  pero su  propós ito  pr inc ipal  es  procurar las  
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condic iones  mater iales  genera les  para  lograr  su  efect i vidady la  adecuada 

integrac ión  soc ia l .  E l  propós ito  del  

EstadoSocia l  de  Derecho no  pr ior iza,  por  tanto,  

la  persecuc ión  penal  y ,dentro  de  esta,  menos  ha  de pr ior izar  

la  exces iva carga  depr ivac ión  prevent iva  de  la  l ibertad  contra  los  

c iudadanos  quedeben soportar  una  investigac ión  penal .  

Aunado a lo anterior, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el 

Informe sobre el Uso de la Prisión Preventiva en lasAméricas, publicado el 30 de d

iciembre de 2013, advirtió como unapráctica generalizada el hecho de que los fisc

ales imputen y soliciten ladetención preventiva aun cuando no tengan 

suficiente evidencia parahacerlo, advirtiendo además que la detención preventiva 

suele utilizarse como una herramienta de investigación[6][6]. 

Según la Comisión, en Colombia la detención preventiva también esutilizada para 

¿forzar 

a los procesados a que colaboren aceptando cargos oaportando pruebas en contra de otros s

ospechosos¿, razón por la cual ¿losfiscales imputan y solicitan la prisión preventiva, aun 

cuando no 

tengansuficiente evidencia¿. En otras palabras, se dijo que en nuestro país se estáutilizan

do la detención preventiva 

como una herramienta de investigación enun contexto en el que existen 

importantes presiones sociales, mediáticas 

eincluso provenientes de las propias autoridades públicas en torno a laefectividad de la repr

esión penal, frente a la delincuencia. 

Para la 

fecha del citado informe, la Comisión dio cuenta de que a 31de diciembre de 2012,

 de las 113.884 personas privadas de la libertadde Colombia, el 30,35% 

(34.571 personas) eran sindicadas, y el 69,65%(79.313 personas) eran 

condenadas[7][7], lo cual evidencia el granporcentaje de población de presos sin 

condena. Sin duda, ese crecimiento ha tenido que ver fundamentalmente con 

reformas penalesque han impactado directamente en los niveles de encarcelamien

topreventivo. 

Entre las principales causas evidenciadas en los últimos años de los altosíndices de p

ersonas en prisión preventiva en la región, se han señalado la faltade 

capacidad operativa, independencia y 

recursos de la defensoría pública, lasdeficiencias en el acceso a los servicios de defensa pú

blica, la existencia de legislación que privilegia la aplicación de la prisión 

preventiva, la falta de mecanismos para la aplicación de otras 

medidas cautelares, la corrupción, eluso extendido de esta medida en casos de delitos men

ores, y la extremadificultad en lograr su revocación, entre otras. 

Además de las advertencias de la Corte Constitucional y de loevidenciado por la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, cabedestacar que la 
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indefinición del término máximo de la detenciónpreventiva y su uso inadecuado h

a generado, a la fecha, 18.797procesos cont ra el Estado por privación injusta de 

la libertad, cuyacuantía se ha calculado en $23,9 billones. De manera que el mal us

o deesa medida no ha afectado únicamente el derecho a la libertad delos 

ciudadanos, sino que también ha causado un histórico detrimentoal patrimonio d

el Estado. 

En ese mismo informe la Comisión hizo referencia a otros factores 

que inciden en el uso indiscriminado de la prisión preventiva: ¿laspolíticas criminal

es que con distinta denominación y mecanismosplantean la flexibilización y 

mayor uso de la privación de libertadcomo vía de solución al fenómeno de la 

delincuencia; y 

los desafíosrelacionados con la actuación de la judicatura, tanto aquellos que tiene

nque ver con el respeto a la independencia de aquellas autoridadesencargadas de 

la aplicación de la prisión preventiva, como de aquellos relativos 

a otros aspectos de la práctica judicial¿ (negrilla para resaltar). 

Uno de los hallazgos de la Comisión es concluyente en este 

sentido,pues expresa la creciente tendencia de endur ecer el sistema penal 

como política criminal: 

¿(¿) Estas reformas legales, que a lo largo de la última década han venido 
replicándose en los distintos Estados de la región, estánorientadas a 
restringir o limitar las garantías legales aplicables 
a ladetención de personas; potenciar la aplicación de la prisión preventiva;aumenta
r 
las penas y ampliar el catálogo de delitos punibles con pena deprisión; abstenerse 
de establecer medidas alternativas a la prisión y restringir el acceso 
o la posibilidad de concesión de determinadasfiguras legales propias del proceso d
e ejecución de la pena en las que elrecluso progresivamente va ganando espacios d
e libertad¿. 

El informe sobre prisión preventiva de la Comisión Interamericana deDerechos 

Humanos coincide con el Informe de la Comisión Asesora dePolítica Criminal del 

Estado colombiano, al 

referir que las reformaspenales de la última década ¿no se han venido dando com

o resultado deuna reflexión científica y un debate serio e 

inclusivo acerca de supertinencia, viabilidad y consecuencias¿, sino como 

respuesta asituaciones coyunturales, presiones sociales o mediáticas en atención 

adeterminados hechos concretos. A esto se agrega el uso delsistema penal 

como un `fortín político¿, como un objeto de 

réditospolíticos, particularmente en épocas preelectorales, del que sueleecharse 

mano con medidas populistas. 



Según la Comisión Asesora, no menos importante es laconsecuencia negativa 

que la aplicación de este tipo de políticascriminales ha venido generando en los 

sistemas penitenciarios. Sin duda,esta se 

constituye en una razón secundaria, pero no de poca monta enlas medidas que han 

de implementarse en relación con el uso de ladetención preventiva en el sistema

 procesal penal colombiano. A la 

fecha, de las 116.585 personas privadas de la libertad, el 35% sondetenidas preve

ntivamente. 

Acerca del aumento de las detenciones preventivas, la AgenciaNacional de 

Defensa Jurídica del Estado ha establecido que lasdetenciones preventivas 

¿defectuosas¿, se convierten en el fundamentopara la declaración de la 

responsabilidad del Estado. Por lo anterior,expuso: 

¿La aplicación de cualquier medida de aseguramiento que implique 
restricción de la libertad ¿incluyendo la detención extramural¿ debeser 
siempre excepcional, con apego estricto a la ley, no admite como 
fundamento de la misma presunciones, debe decretarse por el tiempoestrictamen
te necesario, y debe obedecer prima facie a 
criterios denecesidad y proporcionalidad demostrables en el sentido de que noexi
stan otros medios menos gravosos para lograr el fin que se pretendegarantizar. 
(¿) Si bien la ley permite actualmente fundamentar lamedida en 
la gravedad y modalidad de la conducta punible, a efectos deproteger a la 
comunidad o a las víctimas, el criterio de peligrosismo hasido excluido por 
el derecho internacional de los derechos humanos¿[8][8]. (Negrilla para resaltar). 

II. Necesidad de una política criminal coherente y articu lada 

queatienda a los principios de razonabilidad y proporcionalidad de las medidas 

restrictivas de la libertad. 

a) Las medidas de aseguramiento privativas de la libertaddeben estar su

jetas a un término perentorio. 

Conforme al artículo 307 de la Ley 906 de 2004, las medidas deaseguramiento se 

dividen en privativas de la libertad y no privativas dela libertad. Las privativas d
e 

la libertad pueden ser: i) detención preventivaen establecimiento de reclusión, y ii) la det

ención preventiva en la residenciadel 

imputado. A su turno, las medidas no privativas de la libertad son: i)someti< 

/span>miento a un mecanismo de vigilancia electrónica; ii)sometimiento a la vigilancia de 

una institución o de una persona; iii)presentación periódica ante el juez 

o ante la autoridad designada; iv)observación de buena conducta individual, 

familiar o social ¿con especificaciónde la misma y 

su relación con el hecho¿; v) prohibición de salir del país, dellugar de residencia 

o de un ámbito territorial establecido por el juez; vi)abstención de 

concurrir a ciertos lugares o reuniones; vii) prohibición decomunicarse con determinadas per

http://www.imprenta.gov.co/gacetap/gaceta.mostrar_documento?p_tipo=05&p_numero=115&p_consec=40501#_ftn8


sonas o con la víctima, siempre y cuando no se 

lesione el derecho a la defensa; viii) constitución de una caución real y adecuada,y ix) abste

nción de salir del lugar de habitación entre las 6:00 p. m., y las 6:00 a. m. 

En virtud de lo anterior, el juez de control de garantías, apetición del Fis

cal 

General de la Nación o de uno de sus delegados,puede decretar la medida de asegu

ramiento cuando de la evidenciafísica o de los elementos materiales probatorios s

e pueda inferir,¿razonablemente¿, que el imputado puede ser autor 

o partícipe de laconducta que se investiga, siempre y cuando se cumpla uno de los 

siguientes requisitos constitucionales (artículo 308, Ley 906 de 2004): 

¿1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesariapara evitar 
que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

 ¿2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la 
sociedad o de la víctima. 

¿ 

 


